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			Identificación de la unidad formativa

			Bienvenido a la Unidad Formativa UF1935: Promoción de los derechos de los consumidores y consumo responsable. Esta Unidad Formativa pertenece al Módulo Formativo MF0999_3: Asesoramiento y formación en materia de consumo, que forma parte del Certificado de Profesionalidad COMT0311: Control y formación en consumo. Dicho certificado pertenece a la familia profesional de Comercio y Marketing.

			Presentación de los contenidos

			La finalidad de esta unidad formativa es enseñar al alumno a promocionar los derechos de los consumidores y usuarios y a implementar acciones informativas y divulgativas dirigidas a dar respuesta a dichos derechos y el consumo responsable. Para ello, se estudiará la promoción de los derechos de los consumidores, las campañas divulgativas en materia de consumo y el consumo responsable.

			Objetivos de la unidad formativa

			–Determinar las necesidades de información de colectivos de consumidores, empresas y organizaciones en materia de producción y consumo responsable de bienes y servicios.

			–Definir acciones de comunicación precisas para divulgar los derechos de los consumidores y de acuerdo con unas especificaciones establecidas, contemplando las ayudas y subvenciones disponibles.

			–Sensibilizar y desarrollar acciones para la divulgación de información sobre el consumo responsable y responsabilidad social de las empresas.
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			UD1

			Promoción de los derechos de los consumidores

		

		
			1.1.	Políticas públicas en consumo

			1.1.1.	Planes de acción en materia de consumo: prevención, protección y promoción

			1.1.2.	Objetivos de las actividades de promoción de los derechos de los consumidores

			1.1.3.	La información, la formación y la educación como herramientas de promoción

			1.1.4.	El fomento de la participación, la representación y la consulta como derecho de los consumidores

			1.2.	Iniciativas privadas en la promoción de los derechos de los consumidores

			1.2.1.	El movimiento asociativo de consumidores y usuarios

			1.2.2.	La relación cliente-consumidor en el ámbito empresarial

			1.2.3.	Los consumidores como grupos de interés en la responsabilidad social de las empresas

			1.3.	El rol de otros actores en la promoción de los derechos de los consumidores

			1.3.1.	Profesionales

			1.3.2.	Medios de comunicación

			1.3.3.	Partidos políticos y sindicatos

			1.3.4.	Organizaciones No Gubernamentales

			1.3.5.	Redes Sociales

			1.1.Políticas públicas de consumo

			El artículo 51 de la Constitución Española, el máximo texto normativo a nivel nacional, establece qué deben hacer las administraciones públicas españolas para defender al conjunto de la población como consumidores y usuarios que son:

			“Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos”.

			“Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca”.

			Por lo tanto, la administración pública es la encargada de velar por los intereses de los consumidores y usuarios, sus derechos y obligaciones como tal.

			Todas las partes implicadas en este proceso son como un complejo engranaje, en el que nada funciona si uno de sus mecanismos está roto o funciona a una velocidad diferente.

			Como se puede apreciar, los consumidores y usuarios, que somos todos, tenemos que defender nuestros derechos, y son las administraciones públicas, como mandato constitucional, las encargadas de velar por ello.

			También los poderes públicos deben garantizar la correcta formación e información de los consumidores para que sepan defender sus derechos.

			[image: ]

			Las políticas públicas de consumo deben ir encaminadas a defender los intereses de los consumidores y usuarios, cuya labor se plasma en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

			El artículo 8 de esta ley marca cuáles son los derechos básicos de los consumidores y usuarios en nuestro país. Son los que siguen:

			–La protección contra los riesgos que puedan afectar su salud o seguridad.

			–La protección de sus legítimos intereses económicos y sociales; en particular, frente a la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos.

			–La indemnización de los daños y la reparación de los perjuicios sufridos.

			–La información correcta sobre los diferentes bienes o servicios y la educación y divulgación para facilitar el conocimiento sobre su adecuado uso, consumo o disfrute.

			–La audiencia en consulta, la participación en el procedimiento de elaboración de las disposiciones generales que les afectan directamente y la representación de sus intereses, a través de las asociaciones, agrupaciones, federaciones o confederaciones de consumidores y usuarios legalmente constituidas.

			–La protección de sus derechos mediante procedimientos eficaces, en especial ante situaciones de inferioridad, subordinación e indefensión.

			1.1.1.Planes de acción en materia de consumo: prevención, protección y promoción.

			Fruto de estos derechos estudiados en el epígrafe anterior, que son inherentes a todo ciudadano español y recogidos en nuestra Carta Magna y legislación en materia de consumo, se desprende que las administraciones públicas tienen una triple función que analizamos a continuación.
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			Definición[image: ]

			Vamos a ver cómo define la Real Academia de la Lengua en su Diccionario los términos anteriores.

			Prevención: “preparación y disposición que se hace anticipadamente para evitar un riesgo o ejecutar algo”.

			Protección: “acción y efecto de proteger”; por proteger se entiende “amparar, favorecer, defender”.

			Promoción: “conjunto de actividades cuyo objetivo es dar a conocer algo o incrementar sus ventas”.
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			Por este motivo, siempre se pone de manifiesto que la labor de cualquier entidad, pública o privada, es formar al ciudadano sobre sus derechos (promoción), informar sobre situaciones de duda o consulta (prevención), y, por último y llegado el caso, defender al consumidor ante la vulneración de sus derechos (protección).

			Vamos a analizar qué actuaciones o planes de acción se pueden llevar a cabo en cada uno de estos tres pilares básicos que hemos comentado.
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			El primer paso es la formación, la promoción de los derechos de los consumidores para que éstos sepan cuáles son y cómo defenderlos. Es un paso previo para saber cuáles son nuestros derechos y cómo podemos hacerlos valer.

			Por este motivo, podemos encontrar las siguientes acciones en el ámbito del consumo para conseguir una correcta formación del consumidor. Son básicamente las siguientes:

			–Actividades formativas. Muchos ayuntamientos y asociaciones de consumidores se centran en la formación como una de sus piedras angulares. Por este motivo, y sobre todo en asociaciones de consumidores muy asentadas y con acuerdos con municipios y comunidades autónomas, es fácil que monitores de tiempo libre y de formación impartan numerosos cursos, talleres y charlas sobre determinados aspectos: viajes combinados, contratos celebrados fuera de establecimientos, viajes combinados, overbooking y todos aquellos que puedan suscitar interés al consumidor tipo.

			–Contenido trasversal en centros educativos. Los jóvenes son consumidores potenciales que compran, en muchos casos, sin criterios objetivos. Por este motivo, la apuesta pasa por la formación, como materia trasversal, en centros educativos.

			–Campañas específicas. Las entidades públicas y privadas centran sus esfuerzos en realizar campañas formativas sobre contenidos muy problemáticos en materia de consumo, como garantías o los derechos de los consumidores ante viajes combinados.

			–Campañas específicas temporales. Muchas administraciones locales también realizan campañas formativas en materia de consumo sobre la base de un momento concreto del año en el que se produzca un consumo determinado, como en Navidad o las rebajas. Son muy habituales las campañas que se inician en diciembre para alertarnos sobre nuestros derechos durante las compras navideñas o a partir de enero sobre qué debemos tener en cuenta durante las rebajas de invierno.

			–Acciones formativas emprendidas desde las oficinas municipales de información al consumidor (OMIC) o delegaciones locales de consumo. Estas entidades, de mano de las asociaciones de consumidores (en muchos casos éstas tienen el encargo de la gestión de la OMIC), realizan campañas para formar e informar al consumidor.

			–Folletos y material divulgativo. Como guías, libros, carteles y folletos, todo atractivo a la vista y realmente indicado para que podamos conocer nuestros derechos y hacerlos valer cuando sean vulnerados.

			–Revistas especializadas. Es el caso, por ejemplo, de OCU-Compra Maestra, que son revistas editadas en este caso por una organización privada, pero que son líderes en su segmento. Este tipo de material está editado desde entidades privadas pero por su carácter divulgativo tiene mucha difusión entre los consumidores que quieren tener más información sobre sus derechos y obligaciones.

			El siguiente pilar de cualquier plan de acción es la prevención, que se centra y tiene su razón de ser en la información que recibe el consumidor para saber cuáles son sus derechos y saber cómo defenderlos.

			En este punto, uno de los centros donde nos podemos informar es en una Oficina Municipal de Información al Consumidor (OMIC), en la que podemos preguntar todas las dudas que tengamos sobre distintos aspectos relacionados con el consumo, y un técnico especializado podrá asesorarnos sobre qué hacer en cada situación concreta.

			Llegado el caso, incluso podemos tramitar nuestra hoja de reclamaciones en el seno de la OMIC de nuestra localidad.

			Importante[image: ]

			Puedes consultar el listado de OMIC a nivel nacional en el siguiente enlace (extraído del Instituto Nacional de Consumo):

			http://aplicaciones.consumo-inc.es/cidoc/Consultas/dirMapas.aspx?tabla=omic
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			Muchas empresas optan por contar con sus propios servicios de atención al cliente, como forma de atender quejas y reclamaciones que no llegan a la Oficina Municipal de Información al Consumidor (OMIC)

			Además de a una OMIC, podemos acudir a nuestro ayuntamiento o administración local más cercana, en donde podemos también hacer preguntas y solucionar cuestiones sobre temas relacionados con el consumo.

			También podemos acudir a una asociación de consumidores, cuyo papel veremos en el epígrafe 1.2.1. con más detalle.

			Como hemos apuntado anteriormente, muchas asociaciones de consumidores gestionan la OMIC de algunos pueblos y localidades pequeñas por medio de un mandato del Pleno Municipal. Esto es así porque en estas entidades privadas trabajan profesionales (abogados o técnicos) especializados en temas de consumo, y saben a la perfección cómo orientar a los consumidores y usuarios que requieren sus servicios.

			Importante[image: ]

			Para ver el listado completo de asociaciones de consumidores a nivel nacional podemos consultar el siguiente enlace:

			http://aplicaciones.consumo-inc.es/cidoc/Consultas/dirMapas.aspx?tabla=asoc

			Más adelante podremos analizar con detalle cada una de las asociaciones de consumidores de ámbito nacional que están presentes en el Consejo de Consumidores y Usuarios.
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			El último pilar es la protección del consumidor, que pasa por su legítima defensa en los momentos en los que sus derechos han sido vulnerados, situación que sólo se remediará con la subsanación del daño causado y su posterior indemnización.

			La defensa de nuestros derechos viene regulada en el Real Decreto Legislativo 1/2007 así como en la Ley 3/2014, de 27 de marzo, por la que se modifica dicho texto legislativo. En los próximos epígrafes veremos con más detalle esta ley y los artículos que nos aseguran una correcta defensa, pero ahora debemos saber dónde acudir en caso de vulneración de nuestros derechos.

			Los lugares donde podemos ir para defender nuestros derechos son los siguientes:

			–Oficina Municipal de Información al Consumidor (OMIC). Ya hemos visto cómo funciona, y además de asesorarnos nos permitirá tramitar una hoja de reclamaciones o una queja formal contra un establecimiento o un proveedor de servicios.

			–Asociaciones de Consumidores y Usuarios. Las asociaciones también permiten tramitar reclamaciones, pero en este caso suelen hacerlo sólo de sus socios. Por este motivo, antes de hacer los trámites oportunos nos piden que nos hagamos socio, que suele tener aparejado un coste anual no muy elevado.

			–Direcciones Generales de Consumo. Estos organismos dependen de las administraciones autonómicas, y son las que marcan las políticas de consumo en cada región española. También cuentan con servicios específicos para tramitar consultas y reclamaciones formales, como en el caso de las OMIC.

			–Juntas Arbitrales de Consumo. Muchos establecimientos están adheridos a este sistema extrajudicial de resolución de conflictos, y esto nos permite acudir a estas Juntas Arbitrales, exponer nuestra queja y/o reclamación, y recibir una respuesta, con un laudo vinculante, que suele ser muy satisfactorio para el consumidor. Si la empresa objeto de la reclamación no está adherida a este sistema, su concurrencia o no depende de su propia decisión.

			1.1.2.Objetivos de las actividades de promoción de los derechos de los consumidores

			El principio básico de estas actividades de promoción es que los consumidores y usuarios conozcan sus derechos de forma completa. La legislación española en materia de consumo es una de las más completas en la Unión Europea, pero esto también provoca un gran número de artículos que en muchos casos provocan un exceso de información que es perjudicial.

			El objetivo es un mayor conocimiento y promoción de nuestros derechos, y para ello acudiremos de nuevo al Real Decreto Legislativo 1/2007, en el que se detallan todos los derechos que como consumidores debemos conocer y saber aplicar y hacer valer.
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			Como ya hemos comentado, el artículo 51 de la Constitución Española hace referencia a nuestros derechos como consumidores, y a la obligación que tienen las administraciones públicas en su defensa. Para ello, el Real Decreto Legislativo 1/2007, que es uno de los ejes vertebradores de este Certificado de Profesionalidad, es el texto que regula y hace valer las indicaciones plasmadas en la Carta Magna española.

			La legislación española en materia de consumo es una de las más extensas de la Unión Europea, y reconoce pormenorizadamente nuestros derechos y obligaciones como consumidores, a la vez que analiza distintos supuestos (viajes, contratos o garantías de productos) que generan muchos problemas.

			De esta forma, con un claro conocimiento del principal texto normativo sobre consumo (Real Decreto Legislativo 1/2007) podremos hacernos una idea global de cómo podemos defender nuestros derechos y a dónde acudir en caso de problemas.

			Vamos a ver a continuación los distintos derechos básicos que todo consumidor debe conocer.

			El primer derecho básico, y casi fundamental, es a la salud y seguridad, y todo ello viene plasmado en los artículos 11, 12 y 13 del Real Decreto Legislativo 1/2007 y que no ha sufrido modificaciones posteriores, lo que implica que es un derecho profundamente arraigado y con tradición en la legislación española.

			Para la jurisprudencia, “se consideran seguros los bienes o servicios que, en condiciones de uso normales o razonablemente previsibles, incluida su duración, no presenten riesgo alguno para la salud o seguridad de las personas, o únicamente los riesgos mínimos compatibles con el uso del bien o servicio y considerados admisibles dentro de un nivel elevado de protección de la salud y seguridad de las personas”.

			La información, como ya hemos apuntado, también es básica, y los productos que podemos adquirir en España deben contar con información comprensible y veraz sobre su seguridad en su etiquetado (algo que ya veremos con más detalle en el siguiente epígrafe).

			Esto es especialmente significativo en aquellos productos más peligrosos, como detergentes con contenidos químicos, o en productos destinados a la alimentación.

			Como regla general, los empresarios que vende bienes o servicios debe respetar las siguientes indicaciones plasmada en la citada ley:

			–La prohibición de tener o almacenar productos reglamentariamente no permitidos o prohibidos, en los locales o instalaciones de producción, transformación, almacenamiento o transporte de alimentos o bebidas.

			–El mantenimiento del necesario control de forma que pueda comprobarse con rapidez y eficacia el origen, distribución, destino y utilización de los bienes potencialmente inseguros, los que contengan sustancias clasificadas como peligrosas o los sujetos a obligaciones de trazabilidad.

			–La prohibición de venta a domicilio de bebidas y alimentos, sin perjuicio del reparto, distribución o suministro de los adquiridos o encargados por los consumidores y usuarios en establecimientos comerciales autorizados para venta al público, y del régimen de autorización de ventas directas a domicilio que vengan siendo tradicionalmente practicadas en determinadas zonas del territorio nacional.

			–El cumplimiento de la normativa que establezcan las entidades locales o, en su caso, las comunidades autónomas sobre los casos, modalidades y condiciones en que podrá efectuarse la venta ambulante de bebidas y alimentos.

			–La prohibición de suministro de bienes que carezcan de las marcas de seguridad obligatoria o de los datos mínimos que permitan identificar al responsable del bien.

			–La obligación de retirar, suspender o recuperar de los consumidores y usuarios, mediante procedimientos eficaces, cualquier bien o servicio que no se ajuste a las condiciones y requisitos exigidos o que, por cualquier otra causa, suponga un riesgo previsible para la salud o seguridad de las personas.

			–La prohibición de importar productos que no cumplan lo establecido en esta norma y disposiciones que la desarrollen.

			–Las exigencias de control de los productos manufacturados susceptibles de afectar a la seguridad física de las personas, prestando a este respecto la debida atención a los servicios de reparación y mantenimiento.

			–La prohibición de utilizar ingredientes, materiales y demás elementos susceptibles de generar riesgos para la salud y seguridad de las personas. En particular, la prohibición de utilizar tales materiales o elementos en la construcción de viviendas y locales de uso público.

			El derecho a la información también es de suma importancia, y queda plasmado en los artículos 17 y 18 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de estos apartados, por su gran importancia, lo veremos con más detalle en el epígrafe 1.1.3., que hace referencia a la información como una de las herramientas de promoción.

			Otro aspecto importante son los contratos, que es el nexo de unión, el documento oficial reconocido por ambas partes, entre el empresario y el comprador. Por su importancia, lo veremos con más detalle en el epígrafe 1.2.2. sobre las relaciones entre vendedor y cliente.

			Las cláusulas abusivas también son un aspecto que las administraciones deben cuidar mucho para que la ciudadanía sepa cómo defender sus derechos. Gran parte de las campañas formativas van en este sentido, y muchas reclamaciones, quejas o consultas en OMIC y asociaciones de consumidores se centran sobre este tema.

			Definición[image: ]

			Las cláusulas abusivas son todas aquellas estipulaciones no negociadas individualmente y todas aquéllas prácticas no consentidas expresamente que, en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor y usuario, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato.

			Se entiende por cláusula abusiva toda la que se dé bajo las siguientes premisas:

			–Vinculen el contrato a la voluntad del empresario.

			–Limiten los derechos del consumidor y usuario.

			–Determinen la falta de reciprocidad en el contrato.

			–Impongan al consumidor y usuario garantías desproporcionadas o le impongan indebidamente la carga de la prueba

			–Resulten desproporcionadas en relación con el perfeccionamiento y ejecución del contrato.

			–Contravengan las reglas sobre competencia y derecho aplicable.
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			La legislación marca que una cláusula será abusiva atendiendo, entre otras cosas, a la naturales de los bienes y servicios adquiridos. Esto es así porque no es lo mismo comprar un pequeño electrodoméstico que firmar una hipoteca de varias decenas de miles de euros con un banco. La cantidad económica desembolsada será diferente y las consecuencias también son diferentes.

			Desgraciadamente, estas cláusulas abusivas son muy comunes en los contratos que se firman entre dos partes, sobre todo cuando una de ellas está en situación de casi monopolio, como una distribuidora de suministro eléctrico, o tiene más fuerza que el consumidor, como puede ser una entidad bancaria.

			Por eso es uno de los principales problemas que nos podemos encontrar, porque todo el mundo tiene que contratar suministros básicos y algún producto bancario.

			Otro de los aspectos sobre los que las administraciones públicas deben hacer más énfasis es sobre la legislación en materia de garantías, con mucho peso en España pero que es una auténtica desconocida para el consumidor medio. Es más, aún muchas personas siguen pidiendo que el vendedor de un electrodoméstico les selle la garantía, algo que ya no es necesario: con la factura de compra es más que suficiente.

			Ya veremos en próximos epígrafes las soluciones que podemos obtener ante cualquier producto defectuoso, como es la devolución del dinero, una rebaja en el precio o la sustitución por otro nuevo.

			En cuanto a los plazos, que es el quid de la cuestión, el Real Decreto Legislativo 1/2007 establece que “el vendedor responde de las faltas de conformidad que se manifiesten en un plazo de dos años desde la entrega”. Esto deja muy claro cuál es el plazo, que en el caso de los productos de segunda mano está abierto a la negociación entre el vendedor y el cliente.

			Aunque esta situación tiene una salvedad, y es que “se presumirá que las faltas de conformidad que se manifiesten en los seis meses posteriores a la entrega del producto, sea éste nuevo o de segunda mano, ya existían cuando la cosa se entregó”.

			Por lo tanto, la garantía es plena en estos primeros seis meses (un año con la legislación anterior, todo el plazo que cubría la garantía), y a partir de este momento es el comprador el que tiene que demostrar que ha dado un buen uso al producto y que los fallos vienen directamente de fábrica y no por un mal uso.

			Y, como ya hemos comentado, el documento para hacer valer la garantía es el ticket de compra o la factura del producto, y se entenderá que la entrega del mismo está realizada el mismo día que figura en dicho documento, salvo que el cliente pueda demostrar que se hizo más tarde.

			Éste puede ser el caso de un electrodoméstico, como una lavadora o un frigorífico, que compramos en una tienda pero que, normalmente, tardan varios días en suministrárnoslo. Por eso, siempre es importante firmar un albarán de entrega del producto, que es la fecha que podemos hacer valer para cumplir la garantía de dos años aportada por el fabricante.

			Importante[image: ]

			Después de todo lo dicho es importante recordar que debemos guardar el ticket de compra y/o factura, el albarán de entrega y cualquier otra información que sea importante del producto que hayamos comprado.

			Lo mejor sería guardarlo durante al menos dos años, el plazo de nuestra garantía.

			Un buen truco es colocar la factura cerca del producto comprado. Así, podemos adherir la factura de la lavadora que hemos comprado en la parte trasera, así siempre sabremos que está ahí y podremos recuperarla en caso de que presente algún problema.
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			Hay muchos establecimientos que siguen dando sólo un año de garantía, basándose en la anterior norma de garantías, ya derogada por una nueva que recoge dos años.

			Los productos defectuosos son otro de los aspectos que más problemas presentan a los consumidores, ya que en muchas ocasiones están en circulación en el mercado y no sabemos cómo hacer valer nuestros derechos y determinar responsabilidades.

			Definición[image: ]

			Un producto defectuoso es aquél que no ofrezca la seguridad que cabría legítimamente esperar, teniendo en cuenta todas las circunstancias y, especialmente, su presentación, el uso razonablemente previsible del mismo y el momento de su puesta en circulación.

			Según la legislación española, y con el objetivo de clarificar, un producto es defectuoso si no ofrece la seguridad normalmente ofrecida por los demás ejemplares de la misma serie.
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			Para conocer el articulado básico sobre productos defectuosos contenida en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, dirígete al Boe correspondiente que puedes encontrar en internet. En concreto busca los artículos del 135 al 149 de dicho decreto.

			No hace falta ahondar que la relación entre cliente y vendedor muchas veces se ve enturbiada porque el segundo no sabe dar respuesta al primero cuando surge un producto defectuoso, y en muchas ocasiones esto provoca gran frustración, como en el caso de una gran inversión (vivienda o vehículo, por poner sólo dos ejemplos). En muchas ocasiones, son dos fuerzas que empujan en dirección contraria por tener intereses contrapuestos

			La legislación es muy clara a la hora de abordar qué responsabilidades tiene el vendedor para subsanar los daños causados por un producto defectuoso.
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			Para terminar con este epígrafe relacionado con las actividades de promoción de los derechos de los consumidores nos tenemos que parar en uno de los principales problemas que se encuentra el consumidor, como son los viajes combinados.

			Definición[image: ]

			Se entiende por viaje combinado todo aquel proceso vacacional que surge de la combinación previa de, por lo menos, dos de los elementos básic0s, como son el transporte, alojamiento y otros elementos relacionados (visitas guiadas, por ejemplo), vendida u ofrecida en venta con arreglo a un precio global, cuando dicha prestación sobrepase las 24 horas o incluya una noche de estancia.
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			Muchas veces, a causa de un viaje mal organizado, nos podemos encontrar tirados en cualquier aeropuerto. Por ello, debemos saber cómo reclamar y a qué tenemos derecho (hotel, comida, llamada de teléfono) para evitar un total abandono por parte de las agencias de viajes y compañías aéreas

			El consumidor muchas veces se encuentra que, sobre todo en periodos vacacionales, no sabe cómo ejercer sus derechos en materia de viajes combinados, por lo que en numerosas ocasiones se deja llevar por lo que le dicen las agencias de viajes o compañías aéreas, que suelen ir en contra de sus intereses.

			Sabías qué[image: ]

			Podemos encontrar mucha información sobre viajes combinados y cómo defender nuestros derechos ante esta situación.

			La Organización de Consumidores y Usuarios, en su portal de internet, tiene un apartado destacado sobre información a este respecto. Podemos acceder a esta información en el siguiente enlace:

			http://www.ocu.org/consumo-familia/viajes-vacaciones/noticias/problemas-en-viajes-como-resolverlos-492524
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			Uno de los principales problemas que se encuentra el consumidor en un viaje organizado es su total indefensión, ya que contratamos con una agencia de viaje en origen, que no tiene representación en el lugar donde vamos, y donde normalmente se ocasiona el problema.

			Por esto, aunque hayamos contratado con un touroperador, no debemos olvidar que el hotel, tansporte y avión tienen responsabilidades en caso de problemas, y deben atender nuestras exigencias para que el viaje contratado se ajuste a lo que hemos pagado por él.

			1.1.3.La información, la formación y la educación como herramientas de promoción.

			El triple pilar básico que debe sustentar el conocimiento del consumidor sobre sus derechos se asienta sobre la información, la formación y la educación.

			Es el triple paradigma para que conozcamos nuestros derechos, saber qué problemas se nos pueden presentar y, llegado el caso, defenderlos correctamente ante diferentes situaciones de abuso por parte de terceros.

			Este proceso no es aislado, y se tienen que dar los tres elementos para encontrarnos un consumidor debidamente informado en una sociedad moderna y adaptada a las nuevas pautas de consumo y a la sociedad de la información.
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			Los poderes públicas son los encargados de velar por el cumplimiento de este proceso, algo que viene marcado en la Constitución Española y el Real Decreto Legislativo 1/2007, que es herencia directa de la tradicional Ley General de Consumidores y Usuarios de 1984.

			A la par, se encuentran las asociaciones de consumidores, entidades privadas cuya finalidad también se asienta sobre el proceso de la información, formación y educación del consumidor, como viene marcado en todo el articulado que hace referencia a este aspecto y que veremos con mucho más detalle en el epígrafe 1.2.1.

			La información, la formación y la educación son derechos básicos y fundamentales que tenemos como ciudadanos, no sólo como consumidores. Por este motivo, la legislación específica se centra muy de pasada en este aspecto, y presta más atención, por ejemplo, al etiquetado de los productos, uno de los temas más recurrentes para las organizaciones de consumidores.

			El artículo 17 del Real Decreto Legislativo 1/2007 al que estamos haciendo referencia en reiteradas ocasiones, habla de este derecho inherente a todo consumidor, ya recogido en el artículo 51 de la Constitución Española.

			Por ello, y ahondando en la Carta Magna, este artículo desarrolla este aspecto. Por ello, “los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, fomentarán la formación y educación de los consumidores y usuarios, asegurarán que estos dispongan de la información precisa para el eficaz ejercicio de sus derechos y velarán para que se les preste la información comprensible sobre el adecuado uso y consumo de los bienes y servicios puestos a su disposición en el mercado”.

			Un consumidor informado es un consumidor que sabe defender sus derechos.

			Para ello, “los medios de comunicación social de titularidad pública estatal dedicarán espacios y programas, no publicitarios, a la información y educación de los consumidores y usuarios. En tales espacios y programas, de acuerdo con su contenido y finalidad, se facilitará el acceso o participación de las asociaciones de consumidores y usuarios representativas y los demás grupos o sectores interesados, en la forma que se acuerde con dichos medios”.

			En este sentido, Televisión Española no tienen ningún programa específico de consumo, sólo reportajes en algunos de sus programas de documentales o de actualidad. Por el contrario, Radio Nacional de España cuenta con su propio espacio, Consumo gusto. También hay iniciativas en el campo privado, como Ser consumidor, en este caso en la Cadena SER.

			La etiqueta es una de las fuentes más fructíferas de información que un consumidor puede recibir, es el nexo de unión entre el producto que vamos a adquirir y el artículo propiamente dicho. Nos aporta cumplida cuenta de qué es y cuál es su finalidad.

			La etiqueta no debe inducir a error al cliente, sobre todo en lo referente a las características del producto y sus propiedades.

			Para un consumidor, la etiqueta es el carnet de identidad del producto que hemos comprado, donde podemos encontrar datos nutritivos, del fabricante y fecha de caducidad o consumo preferente, según el caso. Por eso, debemos leer la etiqueta detenidamente porque es una fuente de información muy importante.
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			La etiqueta de un producto es su carnet de identidad, es lo que lo identifica y nos aporta toda la información necesaria para saber qué estamos consumiendo

			Las características de una etiqueta están fijadas en la legislación, el vendedor y/o productor del bien no puede introducir los elementos que estime oportuno u obviar otros.

			La etiqueta tiene que ser “clara, comprensible, veraz, eficaz y suficiente”, y debe contar con los siguientes elementos informativos:

			–Nombre y dirección completa del productor.

			–Naturaleza, composición y finalidad.

			–Calidad, cantidad, categoría o denominación usual o comercial, si la tienen.

			–Fecha de producción o suministro y lote, cuando sea exigible reglamentariamente, plazo recomendado para el uso o consumo o fecha de caducidad.

			–Instrucciones o indicaciones para su correcto uso o consumo, advertencias y riesgos previsibles.

			Esta información, además de estar escrita de forma legible por el consumidor medio, debe aparecer en al menos castellano. Muchas veces nos encontramos productos importados que no cumplen estas medidas, algo que es ilegal.

			Esto no implica que no pueda aparecer en otros idiomas oficiales del territorio nacional, e incluso en el del importador, pero siempre debe aparecer la información en castellano, con un lenguaje accesible para todos.

			Muchas veces, para ahorrar costes, los importadores utilizan varios idiomas (es habitual castellano y portugués) para comercializar con un mismo embalaje dicho producto en varios países con habla diferente.

			1.1.4.El fomento de la participación, la representación y la consulta como derecho de los consumidores.

			La relación entre las administraciones públicas y las asociaciones de consumidores tiene que ser fructífera porque ambas partes persiguen el mismo fin, que no es otro que luchar por la defensa y salvaguarda de los intereses de los consumidores.

			Uno de los aspectos que las primeras piden a las segundas es su participación en órganos donde se deciden aspectos relacionados con el consumo.

			Por este motivo nos encontramos el Consejo de Consumidores y Usuarios, que es un auténtico foro de decisión en el que las asociaciones de consumidores son escuchadas y tenidas en cuenta para elaborar políticas eficientes en materia de consumo.

			El Consejo de Consumidores y Usuarios se constituyó en noviembre de 1991 y como él mismo se define, es un “órgano de representación y consulta a escala nacional a través de las organizaciones de consumidores más representativas para defender los intereses de los consumidores y usuarios e incidir en la toma de decisiones que se adopten por los poderes públicos en relación con la política de consumo”.

			“La evolución social y económica, la complejidad del mercado y la propia evolución del derecho de consumo, hacen necesaria la participación de las organizaciones de consumidores en un órgano de representación y consulta, al objeto de que las medidas o disposiciones que deban adoptar los poderes públicos gocen de la mayor participación de la sociedad civil organizada y consenso posible, que redundará en beneficio de la gobernabilidad y de la participación de la sociedad en la toma de decisiones”.
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			Por este motivo, el Consejo de Consumidores y Usuarios no es un órgano abstracto que no tiene una utilidad definida, sino que marca el camino a seguir a la hora de representar a los consumidores en todos los órganos donde se reclama su presencia.

			El listado de estos órganos de participación y toma de decisiones es el siguiente:

			–Agencia Española de Protección de Datos.

			–Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición.

			–Agencia Española de Seguridad Alimentaria.

			–Asamblea General de ANEC.

			–Comisión de Denominaciones Comerciales de Especies Pesqueras.

			–Comisión de Seguimiento del Códigos PAOS.

			–Comisión del Código Técnico de la Edificación.

			–Comisión para el Seguimiento de la Transición a la TDT.

			–Comisión Mixta de Seguimiento del Código de Autorregulación sobre Contenidos Televisivos e Infancia.

			–Comisión Nacional de Reproducción Humana Asistida.

			–Comité Consultivo de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

			–Comisión Nacional de la Energía. (Consejo Consultivo de la Electricidad).

			–Comisión Nacional de la Energía (Consejo Consultivo de Hidrocarburos).

			–Comisión de Supervisión de los Servicios de Tarificación Adicional.

			–Comisión Técnica para la Seguridad de los Productos.

			–Consejo Económico y Social.

			–Comité Económico y Social de la Unión Europea.

			–Comité Consultivo del Organismo Autónomo para el Mercado de Tabacos.

			–Comité de Medicamentos de Uso Humano (CMH).

			–Consejo Estatal de Responsabilidad Social de la Empresa.

			–Consejo Asesor de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información (Catsi).

			–Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo.

			–Consejo Nacional del Clima.

			–Consejo Asesor de Medio Ambiente.

			–Consejo General de Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias.

			–Consejo Nacional de Transportes Terrestres.

			–Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana.

			–Consejo de Participación del Instituto de Gestión Sanitaria (Ingesa).

			–Consejo Superior de Estadística.

			–Consejo Superior de Seguridad Vial.

			–Corporación RTVE (Consejo Asesor).

			–Junta Consultiva de Seguros.

			–Observatorio de la Cadena Alimentaria.

			–Observatorio de la Publicidad.

			–Observatorio de la Distribución Comercial.

			–Grupo Consultivo Europeo de los Consumidores.

			–Comisión para el Seguimiento de la Calidad en la Prestación de los Servicios de Telecomunicaciones.

			–Comisión Intersectorial para Actuar contra las Actividades Vulneradoras de los Derechos de Propiedad Intelectual.

			–Comisión Intersectorial para Actuar contra las Actividades Vulneradoras de los Derechos de la Propiedad Industrial.

			–Comisión Interministerial para la Ordenación Alimentaria.

			–Observatorio de la Delegación del Gobierno para Violencia de Género.

			–Observatorio de Pagos con Tarjeta Electrónica.

			–Observatorio para la Prevención del Tabaquismo.

			–Consejo del Plan Estatal de la Vivienda.

			–Comisión de Seguimiento Acuerdo de Colaboración entre el Misaco y representantes de los sectores de la creación, producción y distribución de prendas de vestir.

			–Comisión de Calificación de Películas Cinematográficas.

			–Consejo Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad.

			–Comisión de Seguimiento del Convenio entre CCU, la ONCA y Cermi.

			–Consejo Interministerial de Organismos Modificados Genéticamente (Ciomg).

			–Agencia Estatal de Medicamentos y Productos Sanitarios.

			–Consejo Superior Postal.

			–Foro Nacional Multilateral sobre Facturación Electrónica.

			–Observatorio de la Nutrición y el Estudio de la Obesidad.

			–Comisión de Control de Buenas Prácticas para la Reestructuración Viable de las Deudas con Garantía Hipotecaria sobre la Vivienda Habitual.

			1.2.Iniciativas privadas en la promoción de los derechos de los consumidores

			Las asociaciones de consumidores son entidades privadas sin ánimo de lucro que funcionan en el ámbito español y están bajo el amparo del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

			Para conocer los artículos que regulan las asociaciones de consumidores en el Real Decreto Legislativo 1/2007 (artículos 22 a 38), dirígete al Boe correspondiente disponible en internet.

			Para muchos, estas asociaciones de consumidores están asumiendo el papel que los sindicatos tuvieron desde principios del siglo XIX. Los derechos de los trabajadores están más o menos asentados a nivel internacional, y hay muchas entidades que se centran en este aspecto.

			Algo diferente pasa con los consumidores. Si la masa laboral está definida por un alto porcentaje de la población, pero no su totalidad, en el caso de los consumidores y usuarios estamos hablando de toda la población en edad de consumir.

			Es decir, podemos hablar desde niños de 4 ó 5 años, que ya están introducidos en las pautas de consumo, a personas mayores al final de su vida, que también consumen. Estos dos segmentos de población separados por más de 80 años tienen pautas de consumo diferentes, está claro, pero ambos son consumidores.

			Por este motivo, las asociaciones de consumidores nos representan a todos, aunque esta evolución ha sido diferente en estos últimos años. La evolución experimentada podemos apreciarla a continuación:

			–Años 80

			Las asociaciones de consumidores son meramente testimoniales, y los consumidores aún no tienen conciencia de su poder asociativo.

			–Años 90

			Comienza a haber un movimiento de asociaciones de consumidores fuerte y organizado, y algunas ya son interlocutores válidos en el ámbito público.

			–Principios siglo XXI

			Las asociaciones de consumidores son protagonistas en la sociedad, pero el nivel de socios es bajo aún. Las personas se acercan a estas entidades sólo cuando tienen un problema, consulta o reclamación. Las asociaciones de consumidores funcionan como auténticos ‘representantes del consumidor en problema’

			–Actualidad

			Las asociaciones de consumidores gozan de miles de socios que tienen conciencia de sí como grupo de interés. Llaman a la puerta de una asociación para que su voz se oiga y se tenga en cuenta en las decisiones públicas, no por un problema puntual. Las asociaciones de consumidores tienen gran poder a la hora de fijar precios, contener subidas injustificadas y son un auténtico foco de poder frente a las administraciones públicas.

			1.2.1.El movimiento asociativo de consumidores y usuarios

			Las asociaciones de consumidores son sumamente importantes en la sociedad actual, y gracias a su presión han conseguido que en muchas ocasiones el Gobierno Central dé marcha atrás en algunas decisiones que ha tomado. El último caso, quizás especialmente significativo por lo que suponía, ha sido una nueva regulación del recibo de la luz en base al coste real pormenorizado en cada momento, y no mediante una subasta pública que perjudica los intereses de los consumidores e incrementa artificialmente los precios.

			Si volvemos al Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, veremos exactamente qué es una asociación de consumidores para seguir trabajando sobre este aspecto.

			Hay que tener en cuenta que este texto jurídico es de vital importancia porque regula numerosos aspectos relacionados con el consumo, y recurriremos continuamente a él en este Certificado de Profesionalidad.

			Definición[image: ]

			Según el Real Decreto Legislativo 1/2007, “son asociaciones de consumidores y usuarios las organizaciones sin ánimo de lucro que, constituidas conforme a lo previsto en la legislación sobre asociaciones y reuniendo los requisitos específicos exigidos en esta norma y sus normas de desarrollo y, en su caso, en la legislación autonómica que les resulte de aplicación, tengan como finalidad la defensa de los derechos e intereses legítimos de los consumidores, incluyendo su información, formación y educación, bien sea con carácter general, bien en relación con bienes o servicios determinados”.

			También son asociaciones de consumidores y usuarios las entidades constituidas por consumidores con arreglo a la legislación de cooperativas, que respeten los requisitos básicos exigidos en esta norma y entre cuyos fines figure, necesariamente, la educación y formación de sus socios, y estén obligadas a constituir un fondo con tal objeto, según su legislación específica”
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			Como se desprende de todo lo dicho hasta ahora, se entiende por una asociación de consumidores a una entidad sin ánimo de lucro que persiga los siguientes fines:

			–Defensa de los derechos e intereses de los consumidores.

			–Información, formación y educación de los consumidores.

			Este hecho es importante porque ahonda en lo dicho hasta ahora. Si hasta hace bien poco las asociaciones de consumidores sólo atendían a los consumidores cuando surgía algún problema, ahora su función es de representación, son auténticos referentes sociales y un grupo de presión más. Por eso, la formación del consumidor, para que conozca sus derechos y sepa defenderlos, es un principio básico.

			En los siguientes epígrafes vamos a analizar estas entidades, que son auténticos representantes de la voz del consumidor, y podemos acudir a ellas no sólo como fuentes de información, sino para tramitar reclamaciones o plantear problemas que nos han surgido en la compra de productos o servicios.

			El Real Decreto Legislativo 1/2007 recoge que “se prohíbe utilizar los términos consumidor o usuario, la denominación de asociación de consumidores y usuarios o cualquier otra expresión similar que induzca a error o confusión sobre su naturaleza o su legitimidad para la defensa de los derechos e intereses de los consumidores y usuarios, a aquellas organizaciones que no reúnan los requisitos exigidos en esta norma o en la normativa autonómica que les resulte de aplicación”.

			Por ello, es el momento de definir exactamente cada uno de estos elementos.

			Definición[image: ]

			La legislación española entiende por consumidor o usuario a “las personas físicas o jurídicas que actúan en un ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional”.

			Por su parte, para la Real Academia de la Lengua Española, un consumidor es una “persona que compra productos de consumo”, mientras que un usuario (segunda acepción recogida en el Diccionario de la Real Academia) es una persona que “tiene derecho de usar de una cosa ajena con cierta limitación”.

			En resumidas cuentas, un consumidor es una persona que compra un bien tangible para su disfrute, mientras que un usuario adquiere un servicio.
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			Vemos a continuación otras definiciones de aspectos relacionados con el consumo que vienen recogidos en la citada ley:

			–Empresario

			Toda persona física o jurídica que actúa en el marco de su actividad empresarial o profesional, ya sea pública o privada.

			–Productor

			Fabricante del bien o al prestador del servicio o su intermediario, o al importador del bien o servicio en el territorio de la Unión Europea, así como a cualquier persona que se presente como tal al indicar en el bien, ya sea en el envase, el envoltorio o cualquier otro elemento de protección o presentación, o servicio su nombre, marca u otro signo distintivo.

			–Producto

			Todo bien mueble conforme a lo previsto en el artículo 335 del Código Civil.

			–Proveedor

			Empresario que suministra o distribuye productos en el mercado, cualquiera que sea el título o contrato en virtud del cual realice dicha distribución.

			Las asociaciones de consumidores están avaladas por la legislación española para ser auténticos defensores del grueso de la población.

			El movimiento asociativo no sólo es de las personas que llaman a las puertas de estas entidades, sino de las propias asociaciones, que “podrán integrarse en uniones, federaciones o confederaciones que tengan idénticos fines y cumplan los requisitos específicos exigidos por esta norma”. Esto es muy sencillo ya que a lo local hay que unir lo nacional.

			Hay muchas asociaciones de consumidores que trabajan en el ámbito local, y apenas tendrían fuerza a nivel nacional. Por este motivo, lo más habitual es que se aglutinen en federaciones regionales y/o nacionales que permitan mayor grado de actuación.

			Recuerda[image: ]

			Un caso concreto es el ‘Caso Opening’. Se trataba de una academia de inglés de ámbito nacional que cerró sin previo aviso, dejando sin cursos a miles de alumnos/as, que habían pagado dicho curso mediante créditos personales.

			La academia cerró, pero los préstamos se tuvieron que pagar. Gracias a la labor de diversas asociaciones de consumidores se consiguió que dicho dinero fuera devuelto a los alumnos tras varios años de lucha.

			Éste pudo ser uno de los puntos de inflexión para que las asociaciones de consumidores cobraran más protagonismo en la sociedad.
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			Otro aspecto básico es la independencia de las asociaciones de consumidores, que “deben actuar para el cumplimiento de sus fines con independencia frente a los operadores del mercado y a los poderes públicos, sin que la obtención de subvenciones u otros recursos públicos concedidos en base a criterios de objetividad puedan mermar tal independencia”.

			Muchas entidades reciben dinero público por acciones específicas de formación e información al consumidor, pero este hecho no debe provocar que sean más laxas a la hora de hacer valer sus derechos frente a estas entidades públicas o privadas.

			Ésta es la teoría, porque en la práctica muchas asociaciones de consumidores mantienen una postura muy suave frente a entidades privadas que facilitan su financiación. Por este motivo, una de las acciones preferentes de dichas asociaciones es conseguir la autofinanciación por medio de las cuotas de sus socios.

			Importante[image: ]

			Últimamente están adquiriendo mucha fuerza algunas entidades privadas de consumo, y esto ha provocado que el número de socios aumente.

			Gracias a esta fuerza y número de socios, estas entidades recaudan fondos suficientes para autofinanciarse y no recurrir a dinero externo, que provocaría una drástica reducción de su independencia.

			[image: ]

			La independencia de las asociaciones de consumidores, como se desprende de todo lo dicho, es vital para que puedan jugar el papel que la sociedad les ha dado, que es la legítima defensa de sus derechos y obligaciones.

			La legislación española marca exactamente en qué supuestos esta independencia se merma o, simplemente desaparece. En el caso de concurrir alguna de las condiciones que vamos a enumerar, dicha asociación de consumidores pueden perder su condición como tal.

			El artículo 27 del Real Decreto Legislativo 1/2007 recoge que las asociaciones de consumidores no podrán:

			–Incluir como asociados a personas jurídicas con ánimo de lucro.

			–Percibir ayudas económicas o financieras de las empresas o grupo de empresas que suministran bienes o servicios a los consumidores o usuarios.

			No tendrán la consideración de ayudas económicas las aportaciones que se realicen en las condiciones de transparencia establecidas en esta norma y normas reglamentarias, no mermen la independencia de la asociación y tengan su origen en los convenios o acuerdos de colaboración regulados en este capítulo.

			–Realizar comunicaciones comerciales de bienes y servicios.

			A estos efectos se entiende por comunicación comercial todo acto, conducta o manifestación, incluida la publicidad, no meramente informativa, que se relacione directamente con la promoción o venta de bienes y servicios.

			–Autorizar el uso de su denominación, imagen o cualquier otro signo representativo en la publicidad comercial realizada por los operadores del mercado, o no realizar las actuaciones tendentes a impedir dicha utilización, a partir del momento en que se tenga conocimiento de esta conducta.

			A estos efectos no se considerarán operadores de mercado las sociedades mercantiles en las que participen las asociaciones de consumidores en los términos contemplados en el artículo siguiente.

			–Dedicarse a actividades distintas de la defensa de los intereses de los consumidores o usuarios. Sólo se puede participar en sociedades mercantiles con un marcado fin social, no sólo económico.

			–Incumplir las obligaciones de transparencia previstas en este Real Decreto Legislativo. Las asociaciones de consumidores deben tener unas cuentas públicas con una contabilidad transpatente.

			–Actuar la organización o sus representantes legales con manifiesta temeridad, judicialmente apreciada.

			–Incumplir cualquier otra obligación impuesta a las asociaciones de consumidores y usuarios, legal o reglamentariamente.

			Otro aspecto que incide en la independencia de las asociaciones de consumidores es su funcionamiento libre, sin presiones externas, y que sean entidades sin ánimo de lucro, es decir, que no busquen la rentabilidad económica.

			Este aspecto es interesante porque el ordenamiento jurídico español sí permite que las asociaciones de consumidores participen en sociedades mercantiles, cuyo fin básico es el beneficio económico, aunque ponen ciertos parapetos a esta participación.

			Por ello, estas sociedad mercantiles en las que participan asociaciones de consumidores y usuarios deben contar con los siguientes requisitos:

			–Tener como objeto social exclusivo el desarrollo de actividades instrumentales concretamente delimitadas que sirvan a los fines de información, formación y defensa de los consumidores y usuarios.

			–Su capital social corresponda íntegramente a asociaciones de consumidores que reúnan los requisitos exigidos por la legislación que les resulte de aplicación y cuyos beneficios sólo se repartan entre las asociaciones de consumidores que participen en el capital social.

			Como se puede desprender de lo anterior, estas sociedades mercantiles están muy limitadas a su campo de acción, y el beneficio económico debe traducirse en un beneficio social para el conjunto de sus asociados en particular y del conjunto de la sociedad en general.

			Pongamos un ejemplo. Una editorial es una sociedad mercantil, pero sus beneficios sociales son innegables ya que permitiría editar cantidad de material formativo que pudiera ayudar al conjunto de los consumidores y usuarios.

			Por ello, ¿no es viable que una asociación de consumidores cuente con su propia editorial para editar material formativo?

			La legislación española también recoge que las asociaciones de consumidores y usuarios “son las únicas legitimadas para actuar en nombre y representación de los intereses generales de los consumidores y usuarios”.

			Para ello, España cuenta con un órgano que es el Consejo de Consumidores y Usuarios, en cuyo seno se encuentran todas las asociaciones representativas, como veremos más adelante en este mismo epígrafe.

			[image: ]

			Definición[image: ]

			El Consejo de Consumidores y Usuarios está previsto en la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y se constituyó en el año 1991

			El Consejo se configura como un órgano de representación y consulta a escala nacional a través de las organizaciones de consumidores más representativas para defender los intereses de los consumidores y usuarios e incidir en la toma de decisiones que se adopten por los poderes públicos en relación con la política de consumo.

			Puedes consulta en la página web del Consejo de Consumidores y Usuarios:

			http://www.consumo-ccu.es/

			[image: ]

			El Consejo de Consumidores y Usuarios integra a las distintas asociaciones que “atendiendo a su implantación territorial, número de socios, trayectoria en el ámbito de la protección de los consumidores y usuarios y programas de actividades a desarrollar, sean más representativas”.

			Para ello, el Consejo de Consumidores y Usuarios es un órgano efectivo de comunicación fluida entre las propias organizaciones y las administraciones públicas.

			El hecho de que se establezcan más cauces no merma la calidad, ya que de esta forma los consumidores y usuarios gozan de diferentes formas de hacer valer sus derechos.

			El Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios recoge a todas las entidades cuya finalidad sea la defensa de los derechos de los consumidores y usuarios y que se circunscriban al ámbito estatal.

			Dicho registro está gestionado en la actualidad por el Instituto Nacional de Consumo, cuya página puede visitarse en http://consumo-inc.gob.es/.

			Este registro es muy minucioso y establece que todas las entidades inscritas en él deben cumplir la legislación vigente. Además, el Real Decreto Legislativo 1/2007 establece una serie de “requisitos mínimos de implantación territorial, número de asociados y programas de actividades a desarrollar que deberán acreditar las asociaciones de consumidores y usuarios para su inscripción en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios”.

			El Instituto Nacional de Consumo será el encargado de velar por estos cumplimientos, y podrá excluir de dicho registro a todas aquellas entidades que vulneren la legalidad vigente y, en definitiva, no cumplan su misión básica: defender los derechos de los consumidores y usuarios y atender a intereses particulares.

			En un Certificado de Profesionalidad de este tipo es imposible aglutinar a todas las entidades que están en dicho registro, de ahí que se haya optado por hacer un seguimiento a todas las asociaciones presentes en el Consejo de Consumidores y Usuarios. Son las siguientes:

			–Asociación de Bancos, Cajas y Seguros (Adicae).

			–Asociación General de Consumidores (Asgeco).

			–Asociación de Usuarios de la Comunicación (AUC).

			–Asociación de Usuarios de Banca (Ausbanc)

			–Confederación Española de Organizaciones de Amas de Casa, Consumidores y Usuarios (Ceaccu).

			–Confederación de Consumidores y Usuarios (CECU).

			–Consumidores en Acción (Facua).

			–Federación de Usuarios-Consumidores Independientes (FUCI).

			–Confederación Española de Cooperativas de Consumidores y Usuarios (Hispacoop).

			–Organización de Consumidores y Usuarios (OCU).

			–Unión de Consumidores de España (UCE).

			–Federación Unión Nacional de Consumidores y Amas de Hogar de España (UNAE).

			La Asociación de Bancos, Cajas y Seguros (Adicae) tiene su origen en la Asociación de Impositores y Usuarios de Bancos y Cajas de Ahorros de Aragón, que surgió en Zaragoza en 1988 como una organización especializada en la protección, formación, reclamación, información y reivindicación de los derechos de los usuarios de servicios bancarios y seguros.

			Esta entidad, dos años más tarde, trascendió las fronteras aragonesas y fue el motor de la creación de Adicae en 1990.

			En la actualidad cuenta con 30 sedes repartidas por toda España.

			Adicae forma parte del Consejo de Consumidores y Usuarios desde 1996, y también forma parte del Comité Consultivo de la Comisión Nacional del Mercado de Valores y en la Junta Consultiva de la Dirección General de Seguros.

			Adicae está especializada en la defensa de los derechos de los usuarios de los servicios de bancos, cajas de ahorro y seguros generales, de ahí que haya participado activamente en procesos por supuestos fraudes de entidades bancarias. El último, el de las acciones preferentes, emitidas por distintos bancos a nivel nacional.

			Esta asociación de consumidores está especializada en temas bancarios, por lo que en la actualidad tienen mucha importancia a causa de las situaciones de abuso e inferioridad, por parte del consumidor, ante hipotecas firmadas durante la época de bonanza económica.

			En la actualidad, su mayor actuación se centra en eliminar las cláusulas suelo, que como cláusula abusiva muchos bancos metieron en las hipotecas que firmaron a principios de la década de 2010, aunque ya están en franco retroceso.
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			La Asociación General de Consumidores (Asgeco) fue fundada en 1980 y tiene un ámbito estatal. Esta confederación reúne a numerosas organizaciones y federaciones de consumidores, con más de 300 sedes abiertas al público y agrupando a más de 350.000 socios repartidos por todo el país.

			Asgeco establece sus objetivos en base a los siguientes principios:

			–Promover la protección contra los riesgos que puedan afectar a la salud o seguridad de los consumidores.

			–Promover la protección de los legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores.

			–Defender jurídica y extra-jurídicamente a sus asociados.

			–Facilitar información sobre los distintos productos y servicios a sus asociados.

			–Promover la protección legal, administrativa y técnica en situaciones de inferioridad, subordinación e indefensión.

			–Promover el desarrollo sostenible.

			Asgeco es una de las promotoras de lo que esta organización denomina Consumidores 3.0., que se centra en una gestión integral de los servicios a los consumidores, planteando la resolución de cuantas dudas se le presenten, fomentando la participación ciudadana y formando al consumidor y usuario para que sepa ejercer correctamente sus derechos.

			En definitiva, todo lo marcado por la legislación nacional en materia de defensa de los consumidores y usuarios.
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			La Asociación de Usuarios de la Comunicación (AUC) es otra de las organizaciones de consumidores que se encuentra en el seno del Consejo de Consumidores y Usuarios, y su principal objetivo es la defensa de los intereses de los ciudadanos en su relación con los diferentes medios y sistemas de comunicación y con las nuevas tecnologías de la información.

			La AUC persigue una defensa del receptor de los mensajes de los medios de comunicación, que es a su vez “objeto de atención” por parte de éstos, que ven en ellos a sus espectadores y sus clientes potenciales.

			Las nuevas tecnologías también son un fin de esta asociación, sobre todo su universalización y libre acceso a los canales de información auspiciados por internet.

			Por ello, la AUC explica que su trabajo se centra en la “necesidad de defender que el desarrollo empresarial en el ámbito comunicativo y audiovisual, Internet, el comercio electrónico, la digitalización y la convergencia tecnológica no se realice a costa de la seguridad, del pluralismo y de derechos adquiridos por los ciudadanos como el servicio público, la defensa del interés general y del acceso universal a la sociedad de la información”.

			Por ello, la AUC se ha caracterizado por la defensa de los consumidores y usuarios en distintos aspectos específicos, como:

			–Derecho a recibir información veraz .

			–Derecho al honor y a la intimidad.

			–Derecho a la no discriminación por razones de sexo, edad o creencia.

			–Protección de la infancia y a la juventud.
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							91 501 67 73
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							c/ Cavanilles, 29 - 2ºD. 28007 Madrid

						
					

				
			

			La Asociación de Usuarios de Servicios Bancarios (Ausbanc) nació en el año 1986 para dar respuesta a un amplio sector de la población que entendía que los bancos, cajas de ahorro y entidades bancarias y financieras en general vulneraban sus derechos.

			En los últimos años ha añadido la coletilla de Ausbanc Consumo, en un deseo de llegar a un mayor número de potenciales socios y tener más presencia en la sociedad, aunque sigue siendo una asociación de consumidores sectorial centrada en el mundo financiero, y sus principales logros están en este campo.

			Los principales logros de Ausbanc se han centrado en la correcta información de sus asociados y público en general en informar sobre los abusos que cometen los bancos en materia de comisiones y cantidades cobradas de forma irregular.

			No hay que olvidar que durante muchos años el número de hipotecas que se firmaba en España era muy alto,. y en muchos casos se vulneraban los derechos de los consumidores.

			Por este motivo, Ausbanc ha sido especialmente beligerante, y de hecho lo sigue siendo, en la retirada de las cláusulas suelo a las hipotecas firmadas por miles de españoles. Una cláusula suelo es una cantidad mínima de interés fijado por el banco para el cobro de la hipoteca. Da igual el nivel del euríbor o elemento para fijar los intereses, siempre hay un mínimo muy elevado que beneficio a los bancos y entidades financieras.

			Esta asociación, como sucede con Adicae, está especializada en servicios bancarios y se ha especializado en los últimos tiempos en los múltiples problemas que pueden tener los consumidores a la hora de contratar determinados productos bancarios, como hipotecas, planes de pensiones o acciones preferentes.
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			La Confederación Española de Organizaciones de Amas de Casa, Consumidores y Usuarios (Ceaccu) nace de la Federación Nacional de Asociaciones Provinciales de Amas de Casa, Consumidores y Usuarios, nacida en 1968.

			Ceaccu cuenta con una muy buena página web, integrada con redes sociales, que es un auténtico portal de información al consumidor y un canal válido de comunicación para solucionar consultas, dudas o reclamaciones. Esta entidad atiende consultas de consumo, recibe denuncias y tramita reclamaciones de forma gratuita.

			Ceaccu, fruto de sus muchos años de historia, está presente en muchos órganos de decisión en los que se tratan temas que afectan directamente a los consumidores. Estos órganos son los siguientes:

			–Consejo de Consumidores y Usuarios.

			–Consejo Económico y Social (CES).

			–Consejo de Dirección de la Agencia Española de Seguridad Alimentaría.

			–Comisión Nacional de la Energía (CNE).

			–Junta Arbitral Nacional de Consumo.

			–Consejo Asesor de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información.

			–Comisión de Supervisión de Servicios de Tarificación Adicional.

			–Consejo Nacional de Transportes.

			–Observatorio de precios de los alimentos.

			–Comisión Interministerial de Ordenación Alimentaria.

			
				
					
					
				
				
					
							
							CEACCU

						
					

					
							
							Nombre

						
							
							Confederación Española de Organizaciones de Amas de Casa, Consumidores y Usuarios
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							Calle de Fuencarral, 158. 28010 Madrid

						
					

				
			

			La Confederación de Consumidores y Usuarios (CECU) se define a sí misma como “una organización democrática, progresista, pluralista e independiente”, y nació en 1983, por lo que también es una de las pioneras a nivel nacional y una de las que mayor representación ostenta.

			CECU tiene gran implantación a nivel nacional, con oficinas en todas las comunidades autónomas españolas. Los fines que persigue esta entidad son los siguientes:

			–Asesoramiento jurídico.

			–Formación.

			–Información.

			–Colectivos especialmente desprotegidos.

			–Cooperación al desarrollo.

			Asimismo, participa de distintos órganos a nivel nacional e internacional, como el Consejo de Consumidores y Usuarios, la Oficina Europea de Consumidores y Usuarios (BEUC), Consumers International (CI) así como en distintos órganos consultivos locales, provinciales, regionales y estatales donde se dirimen temas relacionados con los derechos de los consumidores y usuarios y son foros abiertos de debate.

			Esta asociación de consumidores cuenta con mucha tradición, aunque últimamente se ha visto relegada a un segundo plano por la fuerza de otras entidades que apuestan por fórmulas menos tradicionales y llegar al usuario mediante nuevas fórmulas, como internet y redes sociales (Facebook y Twitter), que en el caso de CECU tienen menos importancia.
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			Facua-Consumidores en Acción es, sin dudas, la asociación de consumidores que más protagonismo ha adquirido en los últimos tiempos, aunque muy pocos saben que tiene 30 años de vida al amparo de la vida asociativa en Andalucía.

			La Federación de Asociaciones de Consumidores y Usuarios de Andalucía, que es el nombre real de Facua y el origen de sus siglas, nació en 1981 en el ámbito de la comunidad autónoma andaluza, y fruto de este trabajo ha conseguido gran protagonismo a nivel nacional.

			La propia entidad afirma que “cuestiona el actual modelo de sociedad de consumo, sustentado en el fomento del acaparamiento y ostentación de productos de forma irracional y despilfarradora, la explotación de los países pobres y el agotamiento de los recursos naturales del planeta”.

			Esta asociación, antes de dar el gran salto nacional, ha tenido un completo trabajo en la defensa de los consumidores y usuarios a nivel local, gestionando oficinas municipales de información al consumidor (OMIC) e impartiendo numerosos talleres formativos.

			En la actualidad, Facua se define como “independiente de gobiernos, partidos políticos, confesiones religiosas e intereses empresariales”, para lo que intenta no contar con ayudas externas y sí con la de sus socios, unos 125.000 en la actualidad, siempre datos de la propia entidad.

			Esta asociación, como veremos en epígrafes posteriores, ha emprendido una acción de marketing e imagen pública que la ha convertido en poco tiempo en un referente a nivel nacional, aunque no hay que olvidar que su origen está en la comunidad autónoma andaluza, donde siguen funcionando como asociación de consumidores de ámbito local.

			No obstante, han conseguido muchos éxitos, como la eliminación de tarificación por minutos completos por parte de las empresas telefónicas y la elaboración de listas negras de usuarios, algo ilegal, por distintas emisoras de taxi.
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